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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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CULPA PATRONAL / ACCIDENTE DE TRABAJO / CARGA PROBATORIA DE AMBAS PARTES / DAÑO MORAL Y A LA VIDA DE RELACIÓN.
… los lineamientos trazados desde 1948 con la expedición del Código Laboral, el artículo 216, exige no sólo la ocurrencia del siniestro o daño por causa del accidente de trabajo o enfermedad profesional (responsabilidad objetiva a cargo de las ARL), sino también la concurrencia de la "culpa suficiente comprobada" del empleador, frente al incumplimiento de las obligaciones de éste, en relación con la vida, la salud y seguridad de su trabajador (responsabilidad subjetiva), con arreglo en los artículos 56 y 57 del C.S.T., amén del art. 10 de la Ley 13 de 1967, que subrogó el 348 del Código Sustantivo del Trabajo). (…)

… si bien para el asalariado existe la obligación no solo de realizar las labores encomendadas “de acuerdo con las órdenes e instrucciones particulares o concretas impartidas por el patrono”, sino también “de observar con una diligencia y cuidado las instrucciones y órdenes preventivas de accidentes”, estos deberes no excluyen los correlativos del empleador, consistente en "procurar a los trabajadores locales apropiados y elementos adecuados de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanticen razonablemente la seguridad y la salud” (art. 57, ord. 2o., ibídem), obligación reiterada por el art. 10 de la Ley 13 de 1967, que subrogó el 348 del Código Sustantivo del Trabajo. (…)
En cuanto al daño, este se traduce en una realidad, concreta y cierta que por efecto del infortunio, como lo dice la Corte "altera abruptamente la condición de existencia de los afectados y/o sus bienes... o intereses lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con los bienes de su personalidad, o con su esfera espiritual o afectiva" (Sala Civil, sentencia de 16 de septiembre de 2011, radicación 2005-00058-01). A grandes rasgos los mismos se dividen en los de orden material (daño emergente y lucro cesante), los de orden inmaterial o moral (objetivados y subjetivados), y los que afectan la vida a la relación. (…)

… frente a los demás daños, es menester recordar que los perjuicios morales, se dividen en objetivados y subjetivados. Los primeros, son los daños resultantes de las repercusiones económicas de las angustias y trastornos síquicos que se sufren a consecuencia de un hecho dañoso. Los daños morales subjetivados, son los que exclusivamente lesionan aspectos sentimentales, afectivos y emocionales que origina angustias, dolores internos, síquicos, que lógicamente no son fáciles de describir (C.S.J., Sala Laboral, sentencia 30 de octubre de 2012, radicación 39631). (…)
En cuanto al daño a la vida de relación, a favor de la actora, estos, se generan  por el <menoscabo en la vida de relación social, que no se equipara a la aflicción íntima, que se padece en el interior del alma, calificada como daño moral subjetivo, ni tampoco con la pérdida de la capacidad laboral, que es estimable en dinero a partir del grado de invalidez establecido por las Juntas Calificadoras; es el daño que afecta la aptitud y disposición a disfrutar de la dimensión de la vida en cualquiera de sus escenarios sociales; es una afectación fisiológica, que aunque se exterioriza, es como la moral, inestimable objetivamente, y por tanto inevitablemente sujeta al arbitrio judicial.> (sentencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema del 22 de enero de 2008, radicación  30.621)”, citada en la radicada 39631 de 2012).
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Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la decisión del juzgado de conocimiento proferida el 25 de junio de 2018 debió ser confirmada. (…)
… para que opere la responsabilidad subjetiva, se necesita mucho más que la simple ocurrencia del suceso, se necesita la presencia de una culpa, entendida ésta como la falta de cuidado que ordinario se tiene en los negocios propios. 

No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por un descuido suficientemente comprobado del empleador. (…)
Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, no cabe duda y así lo ha tenido por sentado la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral desde antaño que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).
… no se puede dejar a un lado que para que proceda la indemnización plena de perjuicios a cargo del empleador, es necesario que se pruebe suficientemente que él incurrió en culpa, acreditación que aquí no se dio, pues por el contrario ni siquiera la versión de la misma demandante pudo ser corroborada en el transcurso del plenario, quedando serias incongruencias frente a sus dichos y lo referenciado por la única testigo presencial, la señora Sol Ángel Posada López, quien afirmó no tener claro que fue lo que realmente pasó, desconociendo si esa caída se produjo porque la demandante se enredó en algo o porque la silla se volteó por el esfuerzo o el impulso que aquella tomó al desplazarse en la misma, aunado a que advirtió fehacientemente que en dicho lugar no habían cables sueltos
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TRIBUNAL SUPERIOR DE DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA TERCERA DE DECISIÓN LABORAL

En Pereira, hoy (25) de septiembre de dos mil diez y nueve (2019), siendo las siete tres de la tarde (3:00 p.m.), la magistrada y los magistrados que integran la Sala de Decisión No. 3 del Tribunal de Pereira, cuyo orden alfabético varió por dinámica de Sala, declaran formalmente abierto el acto, para decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 25 de junio de 2018 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Luz Adriana Molina Becerra, Sergio Montoya Becerra y Jerónimo Montoya Molina contra la sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. Socimédictos S.A.S. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

ANTECEDENTES

Pretende la parte actora que se declare que el 11 de junio de 2013, Luz Adriana Molina Becerra sufrió un accidente laboral en calidad de trabajadora de la empresa Socimédicos S.A.S. y en consecuencia pide que se condene a dicha entidad a reconocer y pagar lo correspondiente a la indemnización por perjuicios morales, daño a la vida de relación, lucro cesante consolidado y futuro, la indexación de las condenas y las costas procesales a su favor.
Como fundamento a las pretensiones, se expone que la señora Molina Becerra se vinculó como trabajadora de la demandada desde el 19 de diciembre de 2011; que el 12 de septiembre de 2012 sufrió un accidente de trabajo en las instalaciones de la misma; que pese a ello el Comité Paritario de Salud Ocupacional realizado en los meses de septiembre y octubre de 2012 no trató el tema, ni se generaron acciones preventivas o de control respecto a su puesto de trabajo; que el 11 de junio de 2013 y siendo las 9:10 am, sufrió un nuevo accidente de trabajo cuando se encontraba sentada en su sitio de trabajo y al disponerse a contestar el teléfono, la silla que ocupaba se enredó en los cables sueltos de su pc, generándole una caída que le produjo lesiones en su cadera y en su extremidad inferior izquierda; que como consecuencia de ello, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda le determinó una PCL de 50,03% de origen laboral y estructurada el 19 de noviembre de 2013, pues requiere dispositivos de apoyo, ayuda de terceros para la toma de decisiones y porque presenta una enfermedad progresiva. Aduce que después el 11 de junio de 2013 no volvió a desempeñarse laboralmente, pues tal accidente le ha generado un dolor de larga duración, trastorno depresivo mayor, angustia interna, deterioro de su interacción e integración social, familiar e íntima y; que para dicha calenda percibía un salario básico de $1.456.280.

Indicó igualmente, que desde el mes de febrero de 2009 sostiene una relación marital de hecho con el señor Sergio Montoya Bedoya; de esa unión procrearon dos hijos Katerine y Jerónimo Montoya Molina, este último menor de edad para la fecha en que ocurrió el accidente de trabajo; que a raíz de dicho suceso su compañero permanente e hijo se han visto afectados emocionalmente.   

Trabada la litis, la sociedad demandada contestó la demanda a través de procurador judicial –fls.107 a 1116-, en la que se opuso a las pretensiones de la demanda y presentó como excepciones de mérito las de “Culpa exclusiva de la víctima”, “Inexistencia de imputación del daño en cabeza de la demandada”, “Inexistencia de nexo causal que determine la responsabilidad atribuible a la demandada”, “Inexistencia del deber de reparar en cabeza de la demandada”, e “Inexistencia de la culpa patronal en el accidente”.
La jueza del conocimiento dictó sentencia el 25 de junio de 2018 en la que declaró que la parte actora no había logrado acreditar la culpa suficientemente comprobada de su empleador en la ocurrencia del accidente de trabajo que sufrió el 11 de junio de 2013, pues, según las pruebas documentales y testimoniales, fue la misma accionante quien al desplazarse de un lugar a otro en su silla para contestar el teléfono, incumplió con las medidas propias de seguridad y expuso de manera directa e inconsulta, su integridad física, siendo su propia culpa la que ocasionó el accidente de trabajo, pues en los diferentes reportes, tanto de la ARL, de la Junta de Calificación de Invalidez y de la misma empresa, dieron cuenta de que la actora había sufrido una caída desde su propia altura al tratar de desplazarse en la silla en que se encontraba sentada, para contestar el teléfono, sin que se hubiera indicado como causa del mismo, la existencia de cables sueltos, como se argumenta en la demanda.  

Inconforme con la decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación argumentando que la a quo no tuvo en cuenta cuatro aspectos que dan cuenta de la responsabilidad de la sociedad empleadora en la ocurrencia del accidente de trabajo que sufrió la señora Luz Adriana Molina Becerra, y que demuestran que la culpa comprobada del empleador al ser negligente en la administración de los riesgos y las normas de carácter de seguridad y social en el trabajo, las que le imponían una obligación de mantener los cables de los computadores de sus trabajadores en una posición que no les generaran ningún riesgo. Sustentando básicamente su afirmación en lo siguiente: (i) la confesión de Socimédicos S.A.S. al dar contestación al hecho noveno de la demanda, al aceptar las condiciones de tiempo, modo y lugar en que había ocurrido el accidente; (ii) la contradicción en la que incurre la declarante Sorangel Posada, por lo que considera que no puede dársele total credibilidad a sus dichos; (iii) la confesión del Representante Legal de la sociedad accionada, en la que aceptó que para el mes de octubre de 2013, el Dr. José Hernando Echeverry Díaz era el médico especialista en salud ocupacional vinculado a esa entidad y que en dicha calidad, había efectuado una recomendación consistente en la verificación e inmovilización de los cables particularmente de cómputo que como en ese caso, favorecieron la ocurrencia del accidente y, (iv) la falta de sustento del informe emitido por el Comité Paritario de Seguridad para el año 2012 en el sentido de que para esa calenda los riesgos  de la entidad Socimédicos S.A.S., eran sólo de tipo biológico, pues a su juicio, con el accidente de la demandante se demostró la existencia de otros riesgos que no fueron atendidos por la empresa.
Nota: Por lo reglado en el inciso final del artículo 280 del Código General del Proceso, de aplicación por la integración normativa autorizada por el artículo 145 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social, no es necesario que la Sala se extienda en mayores prolegómenos de este litigio, más cuando son ampliamente conocidos por las partes. 
Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la recurrente, con la advertencia de que su exposición versará en torno a lo que fue motivo de apelación. 

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis se refirieron a los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir en los siguientes términos:
Problema jurídico.

Vista la panorámica anterior, el problema jurídico a resolver por la Sala es el siguiente:

¿Existió culpa de la empleadora en el accidente de trabajo sufrido por la demandante, Luz Adriana Molina Becerra, el 11 de junio de 2013?

¿Se generaron los daños que los demandantes reclaman a título de indemnización?
III. CONSIDERACIONES

Desenvolvimiento de la problemática planteada.

I- En orden, a ubicar el tema planteado en los dilemas jurídicos, es de rememorar que los lineamientos trazados desde 1948 con la expedición del Código Laboral, el artículo 216, exige no sólo la ocurrencia del siniestro o daño por causa del accidente de trabajo o enfermedad profesional (responsabilidad objetiva a cargo de las ARL), sino también la concurrencia de la "culpa suficiente comprobada" del empleador, frente al incumplimiento de las obligaciones de éste, en relación con la vida, la salud y seguridad de su trabajador (responsabilidad subjetiva), con arreglo en los artículos 56 y 57 del C.S.T., amén del art. 10 de la Ley 13 de 1967, que subrogó el 348 del Código Sustantivo del Trabajo). 

II- El estudio del recurso pasa por establecerse, que en el sub-lite no se abriga duda en torno a que Luz Adriana Molina Becerra padeció un accidente de trabajo mientras realizaba labores en el área de cuidado intensivo en la sede de la sociedad accionada, de ello da cuenta la respuesta al hecho noveno de la demanda, y el informe del accidente levantado por la ARL (fls. 25 y 108); tampoco, se somete a hesitación que el in suceso provocó en la demandante una pérdida de la capacidad laboral del 50.03%, por lo que la entidad Colmena Seguros, reconoció la pensión de invalidez, con fecha de estructuración 19 de noviembre de 2013 (fl. 198). 
La sentenciadora de primer grado, negó la culpa imputable a la empleadora, puesto que el hecho dañoso, se lo atribuyó a la propia trabajadora, quien en sentir de la juzgadora, al desplazarse de un lugar a otro, en su silla, para contestar el teléfono, incumplió con las medidas de seguridad al caer desde su propia altura, sin que se hubiera indicado como causa del mismo, la existencia de cables sueltos, como se argumenta en la demanda.

De tal razonamiento difiere esta Sala mayoritaria, puesto que en los documentos levantados por diferentes autoridades, a raíz del percance, con fechas: 8 de enero (fls.64-65), 12 de febrero (fls. 150 a 153) y 27 de octubre de 2015 (fl. 56,), amén del adiado el 30 de agosto de 2016 (fls. 80 a 82), aluden a que el hecho se produjo en instantes en que:  (i) “sus pies estaban enredados en los cables del computador”, (ii) “por caída al enredarse con unos cables”, (iii) “se enredó se cayo” y (iv) “se enredó en los cables de la computadora y cayó”.
Por otra parte la accionada, al responder al hecho 9 de la demanda, replicó: “Es cierto en cuanto al modo, tiempo y lugar en que sucedió el evento. Así quedó registrado dentro de la investigación administrativa que realizó la Administradora de Riesgos Laborales” (fl. 108). Y si bien puso en duda de que hubiese existido cables sueltos o regados en el suelo, dado que las conexiones del computador estaban adheridas a la pared del frente del escritorio, como correspondía, ninguna probanza trajo al plenario encaminado a acreditar esta última circunstancia, habida cuenta de que ante la afirmación indefinida de la actora, en cuanto a que los cables estaban difuminados en el suelo, como parece indicarlo, también, los informes de que ya se ha dado cuenta, cumplía a la demandada, contra probar esa negación con un hecho positivo, esto es, que los cables se ubicaban adheridos a la pared y no en el suelo.
Adicional a ello, llama poderosamente la atención el último argumento esbozado al contestar el referido hecho 9º, en el que previamente replicó que desconocía “cómo era la postura de las piernas de la señora Luz Adriana… al momento de estar operando el computador”, no obstante, a renglón seguido lanzó su “presunción”, sin fundamento alguno, atribuyendo a la demandante la falta de cuidado, diligencia y sentido común, por no haber advertido que al tener los pies extendidos al fondo del escritorio, debió, por lo tanto, retraerlos al instante en que desplazaba su cuerpo para contestar el teléfono, y no haber recargado el peso de su cuerpo, de modo asimétrico en la silla que posaba, en orden a que no hubiera experimentado el giro abrupto que la arrojó al suelo, generando la lesión, misma que la hubiera evitado.
Soslayó tal juicio, que la deponente, Sol Angel Posada López, compañera de labores de la actora en el instante del percance, no aludió a que tal desplazamiento se hubiere efectuado con los pies extendidos, es más aseveró que nadie vio como ocurrió, menos en qué postura tenía las extremidades inferiores.
III- En este marco de ideas, lo que debe determinarse es si la empleadora, incurrió en culpa debidamente comprobada, a raíz del comentado accidente, respuesta que se obtiene de verificar si dejó de proporcionar al trabajador (a) las medidas de protección y seguridad para evitar la ocurrencia de accidentes, dado que su obligación principal con arreglo al artículo 56 del Código del Trabajo, es la de prestar tales medidas de protección, de tal suerte como lo puntualiza el órgano de cierre de la especialidad laboral, para que los trabajadores cumplan su labor en las mejores condiciones posibles, que les garantice al máximo, su integridad y su salud.  
Añade la, jurisprudencia, que si bien para el asalariado existe la obligación no solo de realizar las labores encomendadas “de acuerdo con las órdenes e instrucciones particulares o concretas impartidas por el patrono”, sino también “de observar con una diligencia y cuidado las instrucciones y órdenes preventivas de accidentes”, estos deberes no excluyen los correlativos del empleador, consistente en "procurar a los trabajadores locales apropiados y elementos adecuados de protección contra los accidentes y enfermedades profesionales en forma que se garanticen razonablemente la seguridad y la salud” (art. 57, ord. 2o., ibídem), obligación reiterada por el art. 10 de la Ley 13 de 1967, que subrogó el 348 del Código Sustantivo del Trabajo.
Desde luego, que la falta a tal deber de protección, se evidencia en el hecho de que la empleadora, no le hubiere brindado a su trabajadora, un espacio o local apropiado, libre de obstáculos para su normal circulación, movilidad o desplazamiento interno, desde su sitio habitual de trabajo hasta aquel otro, en que debía atender las llamadas telefónicas. Obstáculos que como se pusiera de manifiesto, consistían en cables conductores de energía, diseminados por el suelo, justamente, ubicados en tal trayecto, el cual representaba un doble peligro, por una parte, el contacto físico con tal cableado para generar con su colisión, caídas, como la que acá se produjo, ya sea que la demandante, realizara el desplazamiento, montada en la silla de “rodachines”, o por sus propios medios  y, en segundo lugar, el simple contacto directo con un elemento de peligro, como lo es el de la energía eléctrica.
Justamente, en torno a éste último contacto, enfatiza esa alta Corporación, que aquella cardinal obligación de los empleadores se incrementa aún más en los casos en que las labores específicas de los trabajadores, impliquen relación directa con determinados elementos de peligro, como la energía eléctrica, la nuclear, los químicos, etc. 
Remata: “Un adecuado desarrollo de dicha obligación importa la realización de toda clase de cautelas - que ninguna es excesiva - pues la exposición a los riesgos, así sea remota y meramente circunstancial, exige el despliegue de aquellas en forma cabal y completa, pues de lo contrario aparece comprometida  la responsabilidad de quien debió proveerlas” (sentencia del 17 de febrero de 1994, radicación 6.216, reiterada el 30 de octubre de 2012, radicación 39631).

IV- Ahora, la accionada le imputa las lesiones a la propia accionante, sin embargo, pierde de vista que su responsabilidad en la reparación de las consecuencias surgidas del infortunio, no desaparece cuando ha mediado concurrencia de la culpa de la víctima o de un tercero (sentencia del 17 de octubre de 2008, radicación  28.821, reiterada el 30 de octubre de 2012, acabada de reseñar.

Concluye que “(e)l haberse presentado negligencia, descuido o algún acto inseguro del trabajador, no exonera a la empleadora de reparar los perjuicios ocasionados por su culpa” (radicación 39631). 

V- Por lo demás, si bien en principio, se ha pregonado que incumbe al actor, probar la culpa suficiente comprobada del demandante, acorde con la regla universal consagrada en el artículo 177 del C.P.C., hoy 167 CGP, consistente en la “culpa leve”, de naturaleza contractual conmutativa, que se predica de quien, como buen padre de familia, debe emplear “diligencia o cuidado ordinario o mediano” en la administración de sus negocios. Tal regla no es tan absoluta, dado que otro es el cantar cuando se trata de una culpa por abstención, como se trata en el sub-lite.

En efecto, sobre el particular en reciente sentencia SL1037, 27 marzo de 2019, radicación 61729 RJ. 569-792, se rememoraron otras de la misma Corporación, en los siguientes términos:

“La sociedad recurrente asume que la parte demandante tenía la carga de la prueba de la culpa no que ella tuviera que probar que agotó todos los medios de prevención y que tuvo el esmerado cuidado que debía observar frente a su subordinado para precaver esta clase de riesgos. Pero en la culpa por abstención no se sigue forzosamente ese método. (negirllas de la Corte)
No hay dos pasos, sino uno solo, la prueba de la culpa es el incumplimiento de la obligación, en este caso de índole legal, que impone al empleador ofrecer a su trabajador medidas de seguridad. Probado el incumplimiento, el empleador, como todo deudor, solo se libera de responsabilidad si acredita que obró con mediana diligencia en la adopción de las medidas de seguridad” (CSJ. SL7181-2015, CSJ SL 3 de mayo de 2006, radicación 26126. 
Complementario, a lo anterior, dijo también esa alta Corporación, en sentencia SL3708 de 15 de marzo de 2017. Radicado 74121 J y D. 547-1145:

“… al decir [el actor] que el empleador debió demostrar que le había entregado los implementos de trabajo apropiado, no es que estuviera relevando al actor de probar la culpa del empleador, sino que, ante las negaciones indefinidas realizadas por el accionante de cara al cumplimiento de las obligaciones de protección y cuidado propias del contrato de trabajo, corroboradas con los testimonios y el dictamen pericial, sin que hubiese encontrado un hecho que las desvirtuara, no hizo más que enrostrarle a las demandadas que no probaron lo contrario”

VI- Ahora, en lo concerniente a la relación causal, dado que, además, el daño que se generó por culpa de la empleadora, fue evidente y no se discutió, esto es, su pérdida de la capacidad laboral mayor al 50%, parodiando los términos de la Corte, en su reciente pronunciamiento, “cabe reiterar, que en este evento se corroboró que hubo culpa derivada de la omisión del empleador, en relación con la obligación de protección de su trabajador. Cuando la responsabilidad se deriva de una culpa por omisión, ha señalado esta Sala que el nexo causal no es un objeto físico, sino una categoría lógica, que permite ligar el resultado final con la omisión que antecede. …Sentencia CSJ SL2049-2018:
“… no es un objeto físico susceptible de demostración con elementos de juicio, sino una categoría lógica que permite inferir que entre un hecho antecedente y un hecho consecuente existe una relación de probabilidad porque la experiencia así lo ha mostrado repetidas veces. Por eso en caso de omisiones –como en el sub-lite- el criterio de imputación lo dan las normas jurídicas que establecen deberes de actuación, posición de garante, guardián de la cosa, etc., porque entre una omisión y un resultado no se produce ninguna relación de implicación material” 
“En el presente evento, además del deber de actuación que omitió el empleador frente a su trabajador [a], existe efectivamente un vínculo con el resultado final, toda vez que existe una relación lógica de probabilidad… el siniestro que se configuró era no solo probable, sino claramente previsible” (SL1037, 27 marzo de 2019, ya reseñada).

  VII- En cuanto al daño, este se traduce en una realidad, concreta y cierta que por efecto del infortunio, como lo dice la Corte "altera abruptamente la condición de existencia de los afectados y/o sus bienes... o intereses lícitos de la víctima, vinculados con su patrimonio, con los bienes de su personalidad, o con su esfera espiritual o afectiva" (Sala Civil, sentencia de 16 de septiembre de 2011, radicación 2005-00058-01). A grandes rasgos los mismos se dividen en los de orden material (daño emergente y lucro cesante), los de orden inmaterial o moral (objetivados y subjetivados), y los que afectan la vida a la relación.

En cuanto a los perjuicios materiales, en punto al lucro cesante que se reclama en el escrito inaugural del proceso en pro de la demandante, Luz Adriana Molina, la Corte ha considerado que comprende, tanto el consolidado como el futuro, y para determinarlo se ha aceptado acudir a fórmulas matemáticas que comprenden diversas variables, entre ellas, la fecha del siniestro, la edad de vida probable, y el salario. Las fórmulas han sido prohijadas entre otros, en los fallos CSJ SL4913-2018, CSJ SL7459, CSJ SL887-2013.

Recaba la jurisprudencia patria, que los perjuicios materiales deben ser ciertos, lo que implica acreditar la privación económica a la que se verá enfrentada la o el titular de la indemnización, en este evento la víctima de la pérdida de la capacidad laboral (50.03%), lo que en el caso de la accionante, aparejó, por un lado, la imposibilidad de continuar en su empleo habitual (H.14), y, a la vez, de conseguir otro trabajo, y por el otro, la falta de aptitud para todo trabajo, como consecuencia de la pérdida de su capacidad laboral, viendo disminuida sus posibilidades de competir en el mercado de trabajo. 

Lo dicho, no solo se desprende de la demanda y de su contestación, sino además, de las experticias e informes que militan en el plenario, los cuales reflejan la situación de salud de la actora, que le han producido como consecuencia, en relación causal adecuada (accidente-daño), una disminución de las aptitudes, posibilidades o capacidades, puestas en evidencia en el terreno patrimonial, debido al dolor crónico intratable o complejo (lumbo-sacro izquierdo que se irradia al muslo) a raíz de la fractura de fémur izquierdo, y depresión recurrente o moderada (fls. 64 a 79). 
Cabe agregar, que para la liquidación del lucro cesante consolidado, se parte de la base de que la actora recibió en forma satisfactoria el subsidio por incapacidad equivalente al 100 % del salario devengado, durante el tiempo en que estuvo incapacitada como resultado del accidente, y que presentó la novedad de terminación del contrato de trabajo con justa causa el día 18 de enero de 2017–ver fl.167, por lo que debe entenderse que es  a partir de esa calenda que dejó de percibir sumas por concepto de salarios. 

De otra parte, se liquidará tanto el lucro cesante presente como futuro, con base en el salario que devengaba la actora de $1.456.280, con arreglo al hecho 5º aceptado por la accionada (fl.107), y las demás variables dichas atrás, en aplicación de las fórmulas matemáticas que se estilan para estos eventos, conforme se ilustra en el cuadro elaborado por la Sala que se pone de presente a los asistentes y hará parte integrante del acta final que se suscriba con ocasión de esta diligencia. Total lucro consolidado presente $38`597.704 y futuro $226`415.498. Gran Total: $265`013.202. 
VIII- Ahora, frente a los demás daños, es menester recordar que los perjuicios morales, se dividen en objetivados y subjetivados. Los primeros, son los daños resultantes de las repercusiones económicas de las angustias y trastornos síquicos que se sufren a consecuencia de un hecho dañoso. Los daños morales subjetivados, son los que exclusivamente lesionan aspectos sentimentales, afectivos y emocionales que origina angustias, dolores internos, síquicos, que lógicamente no son fáciles de describir (C.S.J., Sala Laboral, sentencia 30 de octubre de 2012, radicación 39631).

En el sub-examine, no hay manera de determinar los perjuicios morales objetivados, dado que no milita en el plenario, el referente económico de las angustias y trastornos síquicos, que bien pudieron ser acreditados con los gastos de tratamientos sicológicos, psiquiátricos o de cualquier otra índole, ausentes de prueba en el plenario. Sin embargo, en lo que toca con el daño moral subjetivado, necio resultaría negar que éste, produjo en la víctima, su natural desasosiego, angustia y dolor, que la hace acreedora a un paliativo económico, contenido en que consiste, la compensación de ese dolor en estos casos, así no se demuestre que haya tenido que asistir a tratamientos sicológicos o psiquiátricos, pues, de la definición jurisprudencial, se deduce que lo que origina la indemnización, son aquellos sentimientos que se anidan en lo más profundo del ser que no son fácil de describir o definir, por cuanto ningún ser humano, por fuerte que sea, se resistiría a ese padecimiento.

Para la tasación de los perjuicios morales se acude al “prudente arbitrio judicial”, puesto que como lo refiere el reciente fallo del órgano de cierre “a diferencia del daño material, el moral se encuentra con la dificultad de fijar “el precio del dolor”, y citando la sentencia CSJ SL887-2013, esta expresa: “Para ello deberán evaluarse las consecuencias sicológicas y personales, así como las posibles angustias o trastornos emocionales que las personas sufran como consecuencia del daño padecido por el accidente de trabajo”. 
Obvio, que como referente de esta dolencia, milita, además de la testimonial, el concepto del médico psiquiatra, que dijo que la: “Evolución extraordinariamente negativa con destrucción de sus defensas yoicas relacionadas íntimamente con la pobre resolución de sus lesiones. Hay destrucción amplia de autoestima y de su red de apoyo social” (fl. 63).
Ahora bien, se tomará como parámetro el indicado por el órgano de cierre, en sentencia SL1525-2017, radicación 37897, vale decir: (i) prueba del accidente, (ii) de las deficiencias físicas del trabajador, (iii) las limitaciones en el desarrollo laboral y (iv) del nexo casual del primero respecto de estas, “las que indudablemente provocan de manera objetivo el daño moral, cuyo resarcimiento se pretende, por lo que para el evento litigado tasó en $25.000.000, misma que se impondrá por mayoría en el sub-lite.
IX- En cuanto a los otros demandantes: esposo e hijo de la víctima, los cuales para la titularidad del aludido perjuicio, deben acreditar el nexo familiar con aquella a través de los registros civiles del estado civil, mismo que en relación con el segundo aparece a folio 13. En tanto, que obra la declaración ante notario, rendida por Luz Adriana Molina Becerra y Sergio Montoya Bedoya, en la que expresaron los comparecientes, el 10 de febrero  de 2014,  sus “estados civiles divorciados en unión marital de hecho entre sí” y que desde hace 5 años conviven de manera permanente y en unión marital de hecho (fl.11), aspecto sobre el cual no se ofreció controversia.

Obran, igualmente, los dictámenes médicos, elaborados el 25 de enero de 2018, que concluye en cuanto a Sergio Montoya Bedoya: “cursa con una reacción adaptativa a la situación actual de su pareja, sin que a la fecha se haya realizado en él ninguna intervención en salud mental…” (fl.215). Y en cuanto al menor Jerónimo Montoya: “no tiene diagnóstico clínico a la fecha establecido por profesionales en salud mental, su examen físico y mental se encuentra dentro de parámetros satisfactorios para la edad” (fl.208).
De tal suerte, que no resultaría apropiado atribuir el mismo grado de dolor y angustia, a las personas cercanas a la víctima, como compañero, e hijo menor de edad, por falta de demostración si se toma en cuenta: (i) el resultado de las experticias acabadas de relacionar, (ii) que no se está ante el cuadro doloroso de la muerte de un ser querido, y tampoco, ante el cuadro conmovedor de ver a un padre o esposo, reducido en una silla de ruedas, y dependiendo en todo sentido de los demás, situación que no es la de Luz Adriana Molina, por cuanto, esta es autónoma en la satisfacción de las funciones elementales de su vida, sin requerir el auxilio de otra persona.

X- En cuanto al daño a la vida de relación, a favor de la actora, estos, se generan  por el <menoscabo en la vida de relación social, que no se equipara a la aflicción íntima, que se padece en el interior del alma, calificada como daño moral subjetivo, ni tampoco con la pérdida de la capacidad laboral, que es estimable en dinero a partir del grado de invalidez establecido por las Juntas Calificadoras; es el daño que afecta la aptitud y disposición a disfrutar de la dimensión de la vida en cualquiera de sus escenarios sociales; es una afectación fisiológica, que aunque se exterioriza, es como la moral, inestimable objetivamente, y por tanto inevitablemente sujeta al arbitrio judicial.> (sentencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema del 22 de enero de 2008, radicación  30.621)”, citada en la radicada 39631 de 2012).
Tales daños ofrecen dos ópticas para su procedencia: i) las condiciones de la lesión y ii) el entorno social que ha de compartir la familia, las limitaciones en la recreación, educación etc. Aspectos estos que en criterio de la Sala Mayoritaria, están demostrados, más cuando la experticia practicada a la actora, da cuenta de la destrucción amplia de su autoestima y de su red de apoyo social, lo que evidentemente, la han alejado, por fuerza de las consecuencias de su lesión, de aquellas actividades tendientes a disfrutar de la dimensión de la vida en cualquiera de sus escenarios sociales: culturales, sociales, recreativas, deportivas, etc., por lo que esta condena se evaluará, en otra suma igual a la anterior, vale decir, $15.000.000 
En lo tocante a las excepciones propuestas por la demandada, en atención a lo esbozado en los considerandos precedentes, las mismas se declararán no probadas. 

Por lo expuesto, se revocará la sentencia impugnada. 

Costas en ambas instancias, en contra de la demandada a favor de Luz Adriana Molina Becerra (art. 365-4 CGP). Así mismo, se condena en costas en pro de la susodicha sociedad y en contra de Sergio Montoya Bedoya y Jerónimo Montoya Molina, por partes iguales, inclusive, las de segunda instancia, dado que fracasaron en este grado (art. 365-1 ibidem).
En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala de decisión Laboral No. 3, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA

Revoca la sentencia apelada. Como consecuencia:

       1. Declara la culpa de la empleadora en contra de la Sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. –Socimédicos S.A.S., en el accidente de trabajo sufrido por Luz Adriana Molina Becerra, el 11 de junio de 2011.  

2. Condena a la Sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. –Socimédicos S.A.S., a cancelar a favor de Luz Adriana Molina Becerra, los siguientes rubros: Perjuicios materiales por lucro cesante consolidado: $38`597.704, lucro cesante futuro: $226`415.498, perjuicios morales: $25`000.000; daño a la vida de relación: $15`000.000.
3. No declara probadas las excepciones propuestas por la Sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. –Socimédicos S.A.S. 

4. Absuelve a la Sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. –Socimédicos S.A.S., de las pretensiones formuladas por Sergio Montoya Bedoya y Jerónimo Montoya Molina. 
5. Condena en costas en ambas instancias a la Sociedad Comercializadora de Insumos y Servicios Médicos S.A.S. –Socimédicos S.A.S., a favor de Luz Adriana Molina Becerra. Así mismo, se condena en costas en pro de la susodicha sociedad y en contra de Sergio Montoya Bedoya y Jerónimo Montoya Molina, por partes iguales, inclusive, las de segunda instancia, dado que fracasaron en este grado.
6. Confirma la sentencia apelada en todo lo demás.
Notificación surtida EN ESTRADOS.
No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta.

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN


        JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

        Magistrada





    Magistrado
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SALVAMENTO DE VOTO

Tal como lo propuse en la ponencia que presenté inicialmente, considero que la decisión del juzgado de conocimiento proferida el 25 de junio de 2018 debió ser confirmada.

Los argumentos que sustentan mi alejamiento de lo decidido por la mayoría en esta segunda instancia, se basan en los siguientes supuestos jurídicos y análisis del caso, partiendo de la necesidad de resolver el siguiente problema jurídico:
¿Hubo culpa suficientemente comprobada de la entidad Socimédicos S.A.S. en el accidente de trabajo que sufrió la señora Luz Adriana Molina Becerra el 11 de junio de 2013? 

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
EL TEMA DE LA PRUEBA Y SU CARGA EN LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD PLENA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO.

La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador deriva en dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio.

Por definición el accidente de trabajo es un hecho repentino que sucede por causa o con ocasión del trabajo y por ende, en tales condiciones se encuentra cubierto por el Sistema de Seguridad Social, independientemente de la circunstancia que lo haya generado: Responsabilidad objetiva.

Pero precisamente, la anterior afirmación implica que para que opere la responsabilidad subjetiva, se necesita mucho más que la simple ocurrencia del suceso, se necesita la presencia de una culpa, entendida ésta como la falta de cuidado que ordinario se tiene en los negocios propios. 

No cabe duda entonces que el tema de la prueba en este tipo de procesos está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por un descuido suficientemente comprobado del empleador.
Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. 

Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, no cabe duda y así lo ha tenido por sentado la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral desde antaño que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).

La Alta Magistratura Laboral, en sentencia del 20 de junio de 2012, radicación 42374, trajo a colación sentencia del 5 de septiembre de 2000, radicación 14718 que a su vez rememora, entre otras, la proferida el 30 de marzo de 2000, en la cual se dijo:

“… resulta pertinente anotar que no encuentra la Corte que haya sido equivocada la interpretación del artículo 216 del  Código Sustantivo del Trabajo, que establece que el patrono “está obligado a la indemnización total y ordinaria de perjuicios” cuando haya sido suficientemente comprobada su culpa en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, pues, como ha tenido oportunidad de precisarlo, entre otras en las sentencias memoradas por el Tribunal en su fallo, dicha obligación queda a su cargo cuando –como expresamente dice la norma- “exista culpa suficientemente comprobada del patrono”, exigencia legal que no permite que sea dable presumir dicha culpa incluso en aquellos casos en que realice “actividades peligrosas”. Ello por cuanto no puede pasarse por alto que fue el surgimiento del maquinismo y de la moderna industria lo que obligó a dictar leyes que regularan de manera especial los accidentes de trabajo.” (Negrilla y resaltado fuera de texto)

EN LO QUE TIENE QUE VER CON EL CASO CONCRETO

Considera la parte actora que la empresa Socimédicos S.A.S., empleadora de la señora Luz Adriana Molina Becerra, es responsable del accidente de trabajo que tuvo lugar el 11 de junio de 2013, por las razones expuestas en la sustentación del recurso de apelación.

Con el fin de demostrar la responsabilidad de la empleadora, la parte actora solicitó que fueran escuchados los testimonios de las señoras Blanca Edilia Bedoya Restrepo y Gloria Elena Montoya Bedoya y por su parte, Socimédicos S.A.S., pidió que fuera oída la declaración de la señora Sol Ángel Posada López.

Los testimonios rendidos por las señoras Blanca Edilia Bedoya Restrepo y Gloria Elena Montoya Bedoya en calidad de tía y hermana del señor Sergio Montoya Bedoya, estuvieron dirigidos a mostrar temas de índole personal y familiar de la señora Luz Adriana Molina Becerra y su esposo, indicando al unísono sobre la ocurrencia del accidente de trabajo, que la demandante les había contado que ese día se encontraba en su sitio de trabajo realizando algunas labores en el computador, cuando sonó el teléfono, ella fue a contestarlo y al colocarse de pie se enredó en unos cables que habían ahí sueltos y se cayó, fracturándose el fémur.

La señora Sol Ángel Posada López indicó que fue compañera de trabajo de la accionante durante muy poco tiempo; el día en que sufrió el accidente laboral, se encontraban en el mismo turno en la Unidad de Cuidados Intensivos; narró que la señora Luz Adriana Molina Becerra se encontraba sentada al frente del computador haciendo las evoluciones cuando sonó el teléfono y como ella era la persona que se encontraba más cerca, procedió a contestarlo, desplazándose para ello sin pararse, en la misma silla en la que estaba sentada la que contaba con rodachines, cuando en ese preciso momento, escucharon el estruendo e inmediatamente se percató que la demandante estaba en el suelo; no sabe por qué se cayó de la silla; nadie vio cómo ocurrió el accidente pues todo el personal se encontraba en sus labores, siendo el Dr Hernando García, el intensivista de turno quien se estaba más cerca de ella; indicó que en el área donde se encontraba Luz Adriana no había obstáculos o cables sueltos que impidieran el desplazamiento de aquella o con los cuales pudiera enredarse. 
En cuanto a las pruebas documentales obrante en el expediente y que dan de la ocurrencia del accidente de trabajo, se observa que en el Informe de Accidente de Trabajo del Empleador o Contratante remitido a Colmena ARL el mismo día del accidente de trabajo, 11 de junio de 2013 –fls.22 y 23-, se indicó en el acápite de Descripción del Accidente textualmente: “wr (trabajadora) que se encontraba sentada en su escritorio realizando su actividad // al momento de contestar el teléfono sin darse cuenta el cable se enreda con la silla // causándole una caída (…)”.
En la Anamnesis expuesta en la Ponencia para la calificación, estructuración y definición de contingencia realizada por el médico de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el día 27 de octubre de 2015 –fl.56-, se refirió sobre el mismo suceso padecido por la señora Luz Adriana Molina Becerra, que “el día 11 de junio de 2013, estaba sentada haciendo evolución, se levantó a contestar el teléfono, se enredó, se cayó (…)”.

En consulta practicada por la Clínica del Dolor del Eje Cafetero, el día 8 de enero de 2015 –fls.64 y 65-, sobre el asunto en cuestión, se consignó: “La paciente refiere que estaba trabajando en la UCI escribiendo, cuando sonó el teléfono y se fue a incorporar para contestarlo, sus pies estaban enredados en los cables del computador, por lo que cayó hacía su lado izquierdo (…)”.  

En el dictamen emitido el 30 de agosto de 2016 por la misma Junta Regional de Calificación de invalidez de Risaralda –fls.80 a 82-, se indicó en el Resumen de información clínica más reciente que la actora: “sufrió un accidente en su sitio de trabajo al levantarse del escritorio, se enredó en los cables de la computadora y cayó”.

Finalmente, en el Resumen EPS de Historia Ocupacional para la determinación del origen Enfermedad Profesional – Primera Oportunidad del 12 de febrero de 2015 –fls.150 a 153-, en los Antecedentes Exposición a factor de riesgo, se dijo: “Paciente quien el 11 de junio de 2013 sufre accidente laboral por caída al enredarse con unos cables”.

De todo lo anterior se puede colegir que son varias las versiones que se ofrecen sobre el mismo suceso ocurrido el 11 de junio de 2013, pues, las señoras Blanca Edilia Bedoya Restrepo y Gloria Elena Montoya Bedoya, dan cuenta de que la caída que sufrió la actora, según los propios dichos de aquella, se produjo cuando al intentar pararse para contestar el teléfono, ella se enredó en unos cables que estaban sueltos y cayó al suelo; mientras que la señora Sol Ángel Posada López, testigo presencial de los hechos, manifestó que el accidente ocurrió cuando la demandante por contestar el teléfono se volteó en la silla y se cayó; por su parte en el informe reportado a la ARL Colmena el mismo día de ocurrencia del accidente de trabajo, se refiere que el mismo se produjo porque la silla se enredó en el cable de computador; por su parte, se evidencia de los demás documentos e historia clínica anteriormente referenciada, hace referencia a que la actora al intentar pararse los pies estaban enredados en unos cables y por ese motivo se cae y sufre la fractura del fémur izquierdo.

Así las cosas, no existen versiones concordantes respecto a lo que realmente sucedió el día 11 de junio de 2013, por cuanto no es posible tener certeza de que efectivamente la señora Luz Adriana Molina Becerra al levantarse de su silla se hubiera enredado en unos cables del computador, o si lo que se enredó fue la silla o por el hecho de utilizar la misma para desplazarse hasta el lugar donde estaba el teléfono sin mediar las consecuencias, se produjo la mencionada caída, en tanto que, al no existir ningún testigo directo y conocedor de lo ocurrido, se tiene únicamente la versión brindada por la misma accionante, que como acabó de verse, no es coincidente ni la pudo corroborar con los demás medios de prueba.

Así mismo, de todo el material probatorio allegado al expediente, no se observa que con anterioridad a la ocurrencia del accidente de trabajo de la actora, hubiese ocurrido evento similar o se hubiere requerido a la entidad accionada para que realizara el mantenimiento o la acomodación de los cables que supuestamente estaban sueltos, evidenciándose que ello solo tuvo lugar, cuando el médico de salud ocupacional de Socimédicos S.A.S., efectuó la recomendación en ese sentido, tal como se observa del documento visible a folios 57 y 58 del expediente.

Lo anterior implica que antes del 17 de octubre de 2013 a la empresa no se le había hecho ningún requerimiento, solicitud o sugerencia por alguna de las personas que prestaba sus servicios en la UCI o por el Profesional en Salud Ocupacional, respecto a la existencia de cables sueltos en el centro de enfermería de esa área que permitiera endilgarle a la sociedad accionada, alguna conducta negligente, imprudente o contraria a los reglamentos existentes, por el hecho de no haber concurrido a remediar o mitigar algún riesgo que se estuviere presentando y que a pesar de conocer, no se hubiese plegado a remediar.

En tal sentido no puede entonces, atribuírsele culpa alguna a Socimédicos S.A.S., aun cuando se tuviera la plena certeza de que fueron los mencionados cables, los causantes del accidente de trabajo sufrido por la accionante, porque es claro que la entidad, no tuvo conocimiento sobre la presencia de un riesgo en ese sitio de trabajo que debiese remediar.

Bajo tales circunstancias, al no podérsele endilgar responsabilidad a la entidad accionada en la ocurrencia del accidente de trabajo el 11 de junio de 2013, al no incurrir en ninguno de los generantes de la culpa, necesario resultaba confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, por medio del cual se le exoneró de las pretensiones de la demanda.

Es que no se puede dejar a un lado que para que proceda la indemnización plena de perjuicios a cargo del empleador, es necesario que se pruebe suficientemente que él incurrió en culpa, acreditación que aquí no se dio, pues por el contrario ni siquiera la versión de la misma demandante pudo ser corroborada en el transcurso del plenario, quedando serias incongruencias frente a sus dichos y lo referenciado por la única testigo presencial, la señora Sol Ángel Posada López, quien afirmó no tener claro que fue lo que realmente pasó, desconociendo si esa caída se produjo porque la demandante se enredó en algo o porque la silla se volteó por el esfuerzo o el impulso que aquella tomó al desplazarse en la misma, aunado a que advirtió fehacientemente que en dicho lugar no habían cables sueltos, pues todos se encontraban debidamente pegados contra la pared u otros obstáculos que impidieran el desplazamiento del personal médico que allí prestaba sus servicios. 

Por lo expuesto, se debió confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 25 de junio de 2018.

Dejo así salvado mi voto.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
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